
NOTA DE IMPACTO SOBRE LA DISCAPACIDAD DEL REAL DECRETO-LEY 16/2012, DE 20 DE ABRIL, DE MEDIDAS URGENTES PARA GARANTIZAR LA SOSTENIBILIDAD DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD Y MEJORAR LA CALIDAD Y SEGURIDAD DE SUS PRESTACIONES
Artículo 1. Modificación de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.

1. Se modifican en profundidad los requisitos para recibir asistencia sanitaria con cargo a fondos públicos.
Hasta el 24-4-2012, se definía la protección de la salud y a la atención sanitaria como un derecho de contenido muy amplio (prácticamente universal) del que eran titulares “todos los españoles y los extranjeros en el territorio nacional en los términos previstos en el artículo 12 de la Ley Orgánica 4/2000…” (extranjería) y “los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea…”
A partir de este Real Decreto Ley, que entra en vigor el 25-4-2012, se introduce un nuevo concepto de “asegurado”, que otorga el acceso a la asistencia sanitaria.

Así, el artículo 3 de la Ley 16/2003, regula la condición de asegurado de la forma siguiente. La asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud, se garantizará únicamente a aquellas personas que ostenten la condición de asegurado. Esta se vincula a la afiliación a la Seguridad Social, la condición de pensionista o perceptor de cualquier prestación de Seguridad Social o haber agotado la prestación por desempleo. 
Además, tendrán la condición de beneficiarios de un asegurado, siempre que residan en España, el cónyuge o persona con análoga relación de afectividad, que deberá acreditar la inscripción oficial correspondiente, el ex cónyuge a cargo del asegurado, así como los descendientes a cargo del mismo que sean menores de 26 años o que tengan una discapacidad en grado igual o superior al 65%.

Sin embargo, podrán ostentar la condición de asegurado otras personas que no estén comprendidos en los supuestos anteriores, siempre que acrediten que no superan el límite de ingresos determinado reglamentariamente.

Aquellas personas que no tengan la condición de asegurado o de beneficiario del mismo podrán obtener la prestación de asistencia sanitaria mediante el pago de la correspondiente contraprestación o cuota derivada de la suscripción de un convenio especial.
2. Cartera de servicios y prestación ortoprotésica (Nuevo Artículo 8 ter de la Ley 16/2003)
La prestación ortoprotésica se incluye en la cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud. Su provisión se realiza mediante dispensación ambulatoria y están sujetas a aportación del usuario. El porcentaje de aportación del usuario se regirá por las mismas normas que regulan la prestación farmacéutica, tomando como base de cálculo para ello el precio final del producto y sin que se aplique ningún límite de cuantía a esta aportación. Se aprobarán por Orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a propuesta de la Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación, la actualización del catálogo de prestaciones, los importes máximos de financiación y los coeficientes de corrección a aplicar para determinar la facturación definitiva a los servicios autonómicos de salud por parte de los proveedores, que tendrá la consideración de precio final.
Si una Comunidad Autónoma quiere mejorar la cartera suplementaria (que incluye la prestación ortoprotésica) necesita la previa aprobación, si se ofrece “la garantía previa de suficiencia financiera de la misma en el marco del cumplimiento de los criterios de estabilidad presupuestaria”.
Artículo 4. Modificación de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios.
Se añade un nuevo artículo 94 bis, que regula el nuevo sistema de aportación de los beneficiarios en la prestación farmacéutica ambulatoria.
En su apartado 8 se declaran exentos de aportación, los usuarios y sus beneficiarios que pertenezcan a una de las siguientes categorías:
“a) Afectados de síndrome tóxico y personas con discapacidad en los supuestos contemplados en su normativa específica.
b) Personas perceptoras de rentas de integración social.

c) Persona perceptoras de pensiones no contributivas.

d) Parados que han perdido el derecho a percibir el subsidio de desempleo en tanto subsista su situación.

e) Los tratamientos derivados de accidente de trabajo y enfermedad profesional”.
Hay que recordar, en relación a la remisión a la normativa específica, en el caso de las personas con discapacidad, que la exención pago por medicamentos se extiende exclusivamente a los beneficiarios de prestaciones de la Ley 13/1982 (LISMI) Las personas con discapacidad que perciben la pensión no contributiva también gozan de esta exención. 
Disposición final séptima. Modificación del Real Decreto 1718/2010, de 17 de diciembre, sobre receta médica y órdenes de dispensación.

Se añade un nuevo apartado 8 al artículo 5, que dice:

“En todas las informaciones se tendrá en cuenta la accesibilidad para la personas con discapacidad.”
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